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PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE

EN LA PLENARIA DEL HONORABLE SENADO

DE LA REPUBLICA AL PROYECTO DE LEY NUMERO

91 DE 2004 CAMARA, 40 DE 2004 SENADO

por la cual se decreta el presupuesto de  rentas y recursos

de capital y ley de apropiaciones para la vigencia fiscal del 1°

de enero al 31 de diciembre de 2005.

Atendiendo la honrosa designación que nos han hecho como
ponentes del proyecto y en cumplimiento del mandato constitucional
y de lo dispuesto por el Estatuto Orgánico del Presupuesto Nacional
(EOP) y por la Ley 5ª de 1992, nos permitimos rendir ponencia para
segundo debate en la plenaria del Honorable Senado de la Republica
del Proyecto de ley número 91 de 2004 Cámara, 40 de 2004 Senado,
por la cual se decreta el presupuesto de rentas y recursos de capital

y ley de apropiaciones para la vigencia fiscal del 1° de enero al 31

de diciembre de 2005.

1. INTRODUCCION

El pasado 29 de julio, el Gobierno Nacional, por intermedio del
Ministro de Hacienda y Crédito Público, puso a consideración del
Congreso de la República el proyecto de ley del presupuesto general
de la Nación (PGN) para el año 2005 por un valor total de $93.1
billones, el cual se encuentra desfinanciado en una cuantía de $1.5
billones debido, según lo expresado por el mismo ministro, a los
problemas derivados del agotamiento de las reservas pensionales
del Instituto de Seguros Sociales, ISS, cuyos pasivos deberán
cubrirse mediante aportes crecientes del presupuesto nacional.

Ante esta circunstancia, en el Mensaje Presidencial que acompañó
la presentación del proyecto de ley, el Gobierno Nacional expresó su
decisión de acogerse a lo dispuesto en el artículo 347 de la Constitución
Política, cuyo texto señala que “si los ingresos legalmente autorizados

no fueren suficientes para atender los gastos proyectados, el Gobierno

propondrá, por separado, ante las mismas comisiones que estudian

el proyecto de ley de presupuesto, la creación de nuevas rentas o la

modificación de las existentes para financiar el monto de gastos

contemplado”. Con este fin, el Gobierno Nacional manifestó su
intención de presentar un proyecto de ley de reforma tributaria,
como en efecto lo ha hecho, que, en caso de ser aprobada por esta
corporación, generaría los recursos que se requieren, de acuerdo con
lo manifestado por el mismo ministro.

Así, pues, encontramos que el proyecto de ley de presupuesto
para 2005 que se analizará en el curso de los debates que se realicen
en las respectivas plenarias de Cámara y Senado, incluye la suma de
un billón y medio de pesos ($1.500.000.000.000) correspondiente al
presupuesto complementario, el cual se financiaría con los recursos
que arroje la citada propuesta, en caso de que esta sea aprobada por
el Congreso. De no serlo, y de no encontrarse fuentes alternativas de
financiación, el Gobierno deberá efectuar los ajustes respectivos en
el presupuesto de 2005, en consonancia con lo previsto en el EOP.

Asimismo, el pasado 24 de septiembre, en cumplimiento de lo
dispuesto en el artículo 56 del EOP, las Comisiones Económicas del
Senado y de la Cámara de Representantes aprobaron en primer
debate la propuesta de ley presentada por el Gobierno Nacional, la
carta de modificaciones que el 23 de septiembre presentó el Ministro
de Hacienda y las proposiciones  que contaron con aval del mismo
ministro. El PGN para 2005 se aprobó por un monto de $93.1
billones, de los cuales $1.5 billones es el mencionado presupuesto
complementario. Este es el monto que servirá de referencia para el
análisis y evaluación del presente proyecto de ley.

Vale la pena señalar que el pliego de modificaciones presentado
por el señor ministro incluye traslados por $495.5 mm en el
presupuesto de gastos de funcionamiento, deuda e inversión. Las
apropiaciones se dirigen principalmente a apoyar programas sociales
como: alimentación al adulto mayor ($110.9 mm), Red Pública
Hospitalaria ($100 mm), Red Terciaria ($85 mm), proyectos
regionales por sectorizar, en concordancia con el artículo 6 de la Ley
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1 Sin incluir los recursos que la Nación transfiere al Fonpet.

812 de 2003 ($50 mm) y apoyo al sector cafetero, AGC ($45 mm),
entre otros.

Los gastos anteriores se financian con un contracrédito en las
amortizaciones del servicio de la deuda pública interna, producto del
espacio que se generó por el canje de deuda interna que realizó el
Gobierno el 21 de septiembre pasado.

Atendiendo las consideraciones anteriores, el monto total del
presupuesto para 2005 es superior al del año 2004 en un 14.7%,
como puede verse en el Cuadro número 1. De acuerdo con la
explicación rendida por el Ministro de Hacienda y Crédito Público,
este incremento corresponde, en gran medida, a los siguientes
factores extraordinarios:

i) Incremento de las obligaciones en materia pensional a cargo de
la Nación, que incluye la asunción de las mesadas del ISS, dado el
agotamiento de las reservas del Instituto y el pago de las pensiones
de sus ex empleados en el negocio de salud ($4.2 billones);

ii) Efecto sobre el presupuesto de la vigencia 2005, del servicio
de la deuda ($32.3 billones). Cuando no se consideran estos dos
factores, el incremento del Presupuesto General de la Nación para
el año 2005, frente al del  año 2004, es de 9.2%, el mismo que se
espera para el PIB nominal, lo cual significa que, como porcentaje
del PIB, el PGN se mantendrá sin cambios, esto es, 18.5% del PIB
en 2005.

CUADRO NUMERO 1

Total apropiaciones  presupuesto general de la Nación

2004-2005

Miles de millones de pesos

4. $7.5 billones, correspondientes a recursos propios de los
establecimientos públicos del orden nacional (EPN).

5. Los $1.5 billones restantes se financiarán con los recursos que
se recauden en aplicación de la correspondiente ley de reforma
tributaria, de ser esta aprobada por el Congreso.

El elevado peso de los recursos de capital como fuente de
financiamiento (49.1%), que, en su mayoría corresponde a
endeudamiento externo e interno, refleja una estructura de
financiación del gasto poco conveniente para la sanidad fiscal del
País en la medida en que se recurre a montos crecientes de deuda
para atender gastos presupuestales, sin consideración a la eficiencia.
De acá la importancia de proyectos como el de financiación
complementaria y el de reforma pensional. El saldo de la  deuda
pública del sector público no financiero, creció 36 puntos porcentuales
del PIB en ocho años, entre 1996 y 2004, para situarse en un nivel
equivalente a 50.8% del PIB, que si bien muestra una reducción
frente al máximo alcanzado en 2003, 52%, sin embargo, continúa
siendo un nivel demasiado elevado por lo que consideramos tímida
la propuesta del Gobierno Nacional de reducir en los próximos siete
años el saldo de la deuda en un porcentaje del PIB muy limitado.
También subrayamos con preocupación, el poco esfuerzo que se
refleja en este proyecto para lograr la disminución real del gasto
público.

Ya vimos antes que aún descontado pensiones y servicio de la
deuda, el presupuesto crece en 9.2%, esto equivale a casi cinco
puntos porcentuales en términos reales. El presupuesto general de la
Nación está desbalanceado pues no es sostenible un crecimiento en
los gastos en la magnitud que muestra, superior al de la inflación y
al de la economía. Si bien el Ministro y el Contralor responsabilizan
de la situación especialmente a las pensiones, el servicio de la deuda
y las transferencias territoriales, sin embargo, con alguna excepción
de las pensiones y el problema de desfinanciación del ISS, no existen
propuestas claras para reducir estas que denominan inflexibilidades.
Sería bueno, además de urgente, que se precisaran cuáles son las
propuestas que se tienen al respecto para que se genere un debate
amplio sobre la materia y se precisen las acciones que se deben
adoptar para solucionar el problema fiscal.

En el caso de las pensiones, es preocupante constatar que por este
concepto el presupuesto destinará $16 billones, un aumento de 33%
frente al año 2004, destacándose el pago de mesadas pensionales por
$11.7 billones, que incluyen las transferencias al ISS por $4.2
billones y $7.5 billones para cubrir otras obligaciones pensionales,
entre las cuales sobresalen $4.3 billones para el Fondo de Pensiones
Públicas (FOPEP), $2.2 billones para militares y policía y $453 mm
de bonos pensionales y otros. Adicional a estos recursos, se destinarán
$4.3 billones a otros rubros asociados a pensiones, donde se destaca
el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio con $1.3 billones,
el FONPET con $1.9 billones y las cotizaciones de nómina por $880
mm. De esta forma, las transferencias para pensiones superan lo que
se va a transferir a las entidades territoriales a través del Sistema
General de Participaciones, $15.2 billones.

Esto significa que la Nación tiene que destinar cada vez más
recursos para el pago de las pensiones. En efecto, en 1998 la Nación
pagaba el 48% de las pensiones mientras que en 2005 pagará el
71%1, lo cual muestra que por este concepto se ha venido acumulando
una enorme presión financiera sobre las finanzas de la Nación. Estos
hechos plantean una situación muy compleja para las finanzas

Es de señalar que el proyecto de presupuesto se formuló de
conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política y demás
normas vigentes, dándose especial cumplimiento a lo relacionado
con el gasto social en el sentido de que dicho gasto no puede
disminuir porcentualmente con relación al del año anterior, respecto
del total apropiado. El proyecto de presupuesto para 2005 cumple
esta disposición: mientras que el gasto social de 2004, en
funcionamiento e inversión, representa un 70% del presupuesto
total, el del próximo año alcanza un 70.3% de participación respecto
a los gastos proyectados.

Por otra parte, la financiación del PGN se ha definido así:

1. $39.0 billones, correspondientes a ingresos corrientes de la
Nación.

2. $41.3 billones, correspondientes a recursos de capital.

3. $3.8 billones, correspondientes a rentas parafiscales y otros
fondos especiales.
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públicas, que hace inevitable la adopción de medidas definitivas
para resolver, en el corto, mediano y largo plazo el problema
pensional si se quiere garantizar la viabilidad financiera del sistema
pensional y la sostenibilidad fiscal del país. No obstante, las propuestas
que se hagan las analizaremos con mucho cuidado y detenimiento
a fin de evitar que las medidas recaigan sobre sectores de la
población que no tienen por qué asumir las cargas.

En el caso del servicio de la deuda, este ya ocupa un lugar
destacado en la programación del gasto de la administración central.
Para el año 2005 representa cerca del 34% del PGN y
aproximadamente un 37% del presupuesto financiado sólo con
recursos de la Nación. Este es un índice claro de la incapacidad
demostrada por el Estado durante los últimos años para generar
recursos sanos, basados en una tributación progresiva y, resalta,
además, la urgencia de encontrar mecanismos que permitan reducir
la fuerte presión que existe sobre la sostenibilidad fiscal del país.

La dependencia del endeudamiento no se ha reducido, y aun
temporalmente este pueda hacerse en mejores condiciones, las
condiciones de volatilidad de los mercados financieros no permiten
hacer estimativos conservadores en el mediano plazo. Los flujos de
endeudamiento dependen de la posición norteamericana respecto a
sus tasas de interés y a pesar de los anuncios reiterados de aumentarlas
en por lo menos ¾ de punto esta decisión no ha sido tomada;
mientras los diferenciales de interés jueguen a favor nuestro no hay
problemas de recursos, pero esto es, de todas formas, muy riesgoso.

El aumento de la dependencia del endeudamiento indica que los
macroajustes no han tenido el efecto esperado y que por el contrario
el presupuesto cada vez depende más del crédito para su
financiamiento, lo cual constituye un asunto de la mayor gravedad
que no puede seguir siendo manejado de la misma manera por parte
de las autoridades económicas.

Todo lo dicho antes, sin perjuicio del elevado peso que mantiene
el gasto en defensa y seguridad. Buena parte del crecimiento en los
denominados gastos de la administración, gastos de personal y
gastos generales, se explica por el crecimiento en las erogaciones
para el sector defensa y policía nacional, como se presenta más
adelante, que no solo se destinan a cubrir el incremento salarial
definido por el Gobierno Nacional sino también el de las plantas de
personal de ese sector.

Por las razones anteriores, y por la importancia de avanzar en el
proceso de ajuste fiscal, queremos dejar explícito que los congresistas
estaremos muy atentos para analizar el contenido de las propuestas
que se hagan y apoyaremos al Gobierno en aquellas que consideremos
convenientes sin sacrificar nuestra independencia de criterio y
siempre con el ánimo de encontrar las mejores soluciones que
satisfagan los intereses del país y que no conduzcan a una reducción
en el gasto social.

2. RESPONSABILIDAD FISCAL DEL CONGRESO

Al hacer la presentación del Proyecto de Ley de Presupuesto, el
Gobierno Nacional señaló que su programación atiende a las
posibilidades fiscales del país y guarda congruencia con las metas
financieras previstas para la vigencia 2005. A pesar del esfuerzo que
han hecho el Gobierno y el Congreso por aprobar reformas que
mejoren el balance fiscal de la Nación, el país todavía atraviesa por
dificultades en materia fiscal que lo obligan a ser cauteloso.

Los Congresistas hemos sido conscientes de la necesidad del
ajuste fiscal y del mejoramiento de la eficiencia del Estado y hemos

asumido con seriedad la responsabilidad que nos asiste en la
búsqueda de las mejores soluciones. Prueba de ello la dimos en
el último año cuando abocamos el estudio de diferentes propuestas
de reforma estructural, a las cuales, por demás, se le introdujeron
las modificaciones que requerían. Reformas como la pensional,
la de responsabilidad fiscal, la tributaria, la ley de referendo, la
autorización de facultades extraordinarias al ejecutivo para
reestructurar el sector público y la Ley del Plan Nacional de
Desarrollo (PND), fueron aprobadas después de un debate serio
y responsable realizado con un espíritu crítico, independiente y
propositivo, buscando lo mejor para el país, como le corresponde
a un Congreso moderno. Con el mismo criterio, en esta legislatura
continuamos con el análisis emprendido desde la anterior del
proyecto de ley de reforma al Estatuto Orgánico del Presupuesto,
así como de las nuevas propuestas que está presentando el
Gobierno Nacional.

La aprobación de cambios legales, institucionales y
constitucionales constituyen nuestra contribución a la solución
del problema fiscal y al desmonte de los factores generadores de
desequilibrio. Los ponentes reiteramos que el control del
crecimiento del gasto de funcionamiento y el replanteamiento de
los esquemas que han conducido a tan elevado endeudamiento
público, deben ser objetivos centrales de la política económica y,
en particular, de la política fiscal y de gestión de la deuda.

Los ponentes y otros honorables Congresistas nos hemos
reunido con representantes del Gobierno Nacional, del Banco de
la República, de la Contraloría General de la República y con
numerosos académicos y expertos en el tema económico y fiscal,
con el objeto de analizar el proyecto de presupuesto y sus
implicaciones económicas y sociales, y evaluar y plantear las
mejores alternativas de cara a un mejor desempeño presupuestal
para el próximo año. El resultado de estas reuniones nos ha
proporcionado elementos de análisis para el estudio y evaluación
del presente proyecto de ley.

3. TAMAÑO Y COMPOSICION DEL PRESUPUESTO DE
GASTOS PARA 2005

El proyecto de Presupuesto General de la Nación asciende a
$93.1 billones, que incluye $1.5 billones de pesos como
presupuesto complementario, y se distribuye así:

1. $85.6 billones: Apropiaciones con aportes de la Nación.

2. $7.5 billones: Recursos administrados por los EPN.

En términos de la clasificación por objeto del gasto, se tiene:

1. $49.1 billones, el 52.8%, corresponde a gastos de
funcionamiento.

2. $31.7 billones, el 34.1%, corresponde a servicio de la
deuda.

3. $12.2  billones, el 13.1%, corresponde a gastos de inversión
(Cuadro 1).

El presupuesto de la Nación (Cuadro 2) equivale al 92% del
PGN y se compone de gastos de funcionamiento por $45 billones,
servicio de la deuda por $31.8 billones y gastos de inversión por
$8.8 billones. El presupuesto complementario se incluye en
transferencias, que hacen parte de los gastos de funcionamiento,
y se destinará al pago de pensiones del  ISS  del negocio de IVM.
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A continuación se examinan estos gastos y posteriormente se
presentan los financiados con recursos propios de los EPN.

3.1 Gastos de funcionamiento. Los gastos de funcionamiento
incluyen apropiaciones para el cumplimiento de las funciones
propias de la administración pública y transferencias que la Nación
efectúa para atender obligaciones derivadas del Sistema General de
Participaciones Territoriales (SGP), pago de pensiones, cesantías y
otras prestaciones sociales, aportes a universidades, sentencias y
conciliaciones, aportes a organismos internacionales y otros
compromisos que le ordenan la Constitución y la ley. Las
apropiaciones para funcionamiento, con recursos de la Nación,
ascienden a $45 billones, de los cuales $8.9 billones se destinan a
gastos de personal, $2.6 billones, a gastos generales y los restantes
$33.5 billones, a transferencias, cuya participación en el total del
funcionamiento representa el 74.4% (Cuadros 2 y 3).

Las apropiaciones para funcionamiento incluyen un presupuesto
complementario por $1.5 billones, cuyos recursos se destinarán al
pago de pensiones a cargo del ISS-IVM:

3.1.1 Gastos de personal. De acuerdo con la información del
Ministerio de Hacienda, la programación de gastos de personal se
hace con base en el costo de la nómina prevista para 2005, es decir,
el costo de los cargos realmente ocupados, el cual asciende en el
PGN a $9.5 billones, incluyendo un incremento salarial equivalente
al 100% de la inflación esperada para el final de 2004, es decir, 5.5%.
Así, el promedio ponderado del incremento en las remuneraciones
de los servidores públicos proyectado para 2005 será de 5.7%, como
resultado de un aumento de 5.5% para aquellos funcionarios que
ganan más de dos salarios mínimos (alrededor de 503 mil o el 53%
del total) y 6% para los que ganan menos (alrededor de 450 mil o el
47% del total). Esta política nos parece sana porque busca revertir
la tendencia de los últimos años de salarios decrecientes en términos
reales, haciéndolos más competitivos con respecto a otros sectores
de la economía. Además, esta política es consistente con las bases
jurisprudenciales señaladas por la Corte Constitucional2 al analizar
la fijación de la escala salarial de los servidores públicos.

Los gastos de personal para 2005, con aportes de la Nación,
ascienden a $8.9 billones (3.3% PIB) y representan un incremento
del 8.8% respecto a 2004, lo cual, en términos absolutos, equivale
a un aumento de $720 mm. El crecimiento de los gastos de personal,
si se excluye Defensa y Policía Nacional que aumentan 15%, es de

1%. Este bajo crecimiento refleja los efectos de la aplicación del
Programa de Renovación de la Administración Pública, PRAP,  que
ha generado ahorros por más de $190 mm.

Los gastos de personal se concentran en un 58% en el sector
defensa y policía, los cuales suman $5.2 billones. Le siguen en orden
de importancia la Rama Judicial, cuyos costos ascienden a $801
mm; la Fiscalía, con $689 mm, y los órganos de control con $436
mm. En resumen, estos sectores responden por el 80% de los gastos
de personal, quedando un remanente de 20%, esto es, $1.9 billones,
que se distribuye entre los demás Ministerios y algunos EPN que
financian sus gastos de personal con aportes del Presupuesto Nacional.

CUADRO NUMERO 3

Apropiaciones para funcionamiento 2004-2005,

con recursos de la Nación

Miles de millones de pesos

2 Sentencias C-1433 de 2002, C-1064 de 2001 y C-1017 de 2003.

3.1.2 Gastos generales. Las apropiaciones destinadas a financiar
estos gastos el próximo año ascienden a $2.6 billones (1% del PIB),
que representan un aumento de $25 mm, esto es, un incremento de
1% frente a las de 2004. Los gastos generales para defensa y policía
crecen en conjunto un 3.4% mientras que los gastos para el resto de
entidades se reducen en 7.6%, $43 mm, como resultado de la política
de austeridad aplicada por el Gobierno. Los ponentes consideramos
que el Gobierno debe garantizar que esta decisión de priorizar del
gasto para defensa y seguridad no conduzca a una paralización de las
entidades y al incumplimiento de sus cometidos y obligaciones  para
con la población.

En términos de la composición sectorial de los gastos generales,
estos, como los gastos de personal, se concentran en los sectores de
defensa y policía, rama judicial, fiscalía y órganos de control, los
cuales, en conjunto, representan el 86% del total. El 80% del total de
gastos generales ($2.1 billones) corresponde a gastos del sector
defensa y policía, que incluyen gasolina y munición de bajo calibre.

3.1.3 Transferencias. Estas representan las tres cuartas partes del
total de los gastos de funcionamiento con recursos de la Nación
(Cuadro 3). Las transferencias incluidas en el proyecto de presupuesto
con recursos de la Nación suman $33.5 billones (12.5% del PIB),
superior en 19.1% al valor incorporado en 2004. Esto equivale a un
aumento de $5.4 billones, en su mayor parte debido al comportamiento
del Sistema General de Participaciones Territoriales (SGP) y de las
pensiones.

Las transferencias más importantes son, en primer lugar, el SGP,
el cual asciende a $15.2 billones y responde por el 46% de las
transferencias y casi el 34% del gasto de funcionamiento. Estos

CUADRO NUMERO 2

Presupuesto de la Nación 2004-2005

Miles de millones de pesos
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recursos se transfieren a los departamentos, distritos y municipios
para financiar la educación, la salud y lo que se conoce como
propósito general (acueducto, alcantarillado, deporte, cultura,
funcionamiento y otros).

El segundo componente importante de las transferencias son las
pensiones, $11.6 billones, que equivalen al 35% del total de
transferencias o el 26% del total de gasto de funcionamiento. Este
rubro incluye las mesadas del Fondo de Pensiones Públicas, las que
pagan directamente diversas entidades que hacen parte del PGN y
las transferencias al ISS. No incluye, por otra parte, las obligaciones
pensionales del Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, del
Fonpet (incluyendo SGP) y del Fondo de Solidaridad Pensional,
entre otros, que, en conjunto, eleva el monto del gasto asociado a este
concepto a cerca de $16 billones.

Vale la pena señalar que las pensiones han crecido de manera
dinámica en los últimos años por diversos factores:

(i) Por ley las mesadas pensionales se incrementan teniendo en
cuenta la inflación pasada;

(ii) El crecimiento vegetativo del número de pensionados se
estima en 8.2% en promedio;

iii) Por la existencia de regímenes excepcionales donde sus
beneficiarios no cotizaron para acceder a la pensión de que gozan.

Como si fuera poco, las reservas pensionales del ISS se han
agotado, por lo que en el presupuesto de 2005 se incluye un aporte
de la Nación por $4.2 billones para que el ISS pueda cumplir con el
pago de las pensiones a que está obligada, tanto con sus afiliados del
negocio de IVM como con sus ex trabajadores en el negocio de
salud. De dicho monto, $1.5 billones se ha incluido en el presupuesto
complementario.

En tercer lugar están las prestaciones sociales del Magisterio que
ascienden a $1.7 billones, 5% del total de transferencias y obedecen
a la obligación del pago de pensiones, cesantías y salud de los
docentes. El valor apropiado para 2005 recoge el efecto de la Ley
812 de 2003 que incrementó los aportes, igualándolos a los del
sistema general establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003.
Así, el aporte de los afiliados será de 2,6 puntos y de 10,9 para el
patrono, con lo cual el total cotizado será de 13.5 puntos adicionales.

En cuarto lugar se encuentran las transferencias a las universidades
nacionales y regionales que ascienden a $1.5 billones, esto es, el
4.3% del total de transferencias, seguidas por las realizadas al Fondo
Nacional de Pensiones Territoriales (Fonpet) por $527 mm.

En general, la suma de todas las transferencias mencionadas
anteriormente representa el 90% del total, el resto de las transferencias
cuantifica compromisos legales adquiridos por el Gobierno Nacional
a través del tiempo y presentan un aumento del 39% respecto a las
apropiaciones para 2004, casi un billón de pesos.

3.2 Servicio de la deuda pública nacional. El total del servicio
de la deuda  para el año 2005 asciende a $31.8 billones, casi todo a
cargo de la Nación  pues solo $4 mil millones corresponde a deuda
de los establecimientos públicos que se paga con sus propios
recursos (Cuadros 1 y 2). El servicio de la deuda se desagrega así:
$20.2 billones corresponde a la deuda interna y $11.6 billones a
deuda externa. La deuda interna tiene una variación respecto a 2004
de 17%, mientras que la deuda externa lo hace en 18%. El total de
los intereses, cuyo valor es de $13.9 billones, representa el 44% del
total de las apropiaciones del servicio de la deuda y $17.8 billones

corresponde a amortizaciones de capital, que son el 56% del
servicio.

El Gobierno ha estimado que al finalizar 2004, el monto de la
deuda interna ascenderá, aproximadamente, a $65 billones y el de la
deuda externa a $60 billones. En 2005, ascenderían a $73 billones
y $65 billones, respectivamente, sin incluir la deuda por bonos
Fogafín ni por bonos pensionales. Por esta razón, como lo dejamos
dicho en otra parte de la ponencia, es urgente buscar la forma de
reducir el peso de la deuda pública, y así lo recomendamos los
ponentes al Gobierno Nacional, sin que se afecte la confianza de los
mercados, lo cual podría comenzarse mejorando las condiciones y
términos de su financiamiento. Se debe insistir en esta búsqueda
para mantener la sostenibilidad de la deuda pública y preservar el
equilibrio de los principales agregados macroeconómicos.

3.3 Gastos de inversión. Estos gastos, financiados con aportes
de la Nación, ascienden a $8.8 billones que representa un incremento
del 17% respecto a 2004, pero, si se descuenta Fogafín crece el
14.2%. De los aportes de la Nación que financian el presupuesto,
$5.2 billones corresponde a inflexibilidades de gasto público,
representadas en vigencias futuras ($2.5 billones), fondos especiales
($1.7 billones) y gastos originados en leyes ($1.1 billones).

Adicionalmente, se ha asignado una suma de $3.1 billones a
programas sectoriales relacionadas con las metas trazadas en el Plan
Nacional de Desarrollo. Este monto incluye una partida equivalente
a $717.7 mil millones para atender la ejecución de los créditos
vigentes con la banca multilateral. Entre ellos se destacan los
programas del Fondo de Inversiones para la Paz, de acceso a la
educación superior, de reestructuración de hospitales y de reforma
y modernización de la administración pública. Sobresalen también
inversiones sectoriales orientadas a la asistencia social de los grupos
más vulnerables de la población (a hogares menos favorecidos –
Familias en Acción– , a desplazados, a víctimas de la violencia, y a
poblaciones afectadas por el conflicto interno), al desarrollo de
programas básicos en los sectores de educación y salud, a proyectos
productivos del sector agrícola, y a proyectos prioritarios en la
gestión institucional (censo nacional de población y vivienda,
programa de renovación de la administración pública, programa de
renovación de cédulas, entre otros).

Es de anotar que para reestructuración de hospitales en las
vigencias de 2004 y 2005 se asignan recursos por $400 mm. La
mitad en la vigencia fiscal de 2004 y el resto en la de 2005. Así
mismo, para la atención humanitaria de los desplazados por la
violencia se han incorporado recursos por $156 mm en 2004 y cerca
de $200 mm en 20053.

Igualmente, en el sector transporte se contemplan inversiones
para el desarrollo de diferentes obras de rehabilitación y
mantenimiento vial, dragados de los canales de acceso a los puertos
marítimos de la Nación, mantenimiento de la red fluvial nacional,
pago de garantías de tráfico, y obras de emergencia en la red vial
nacional a cargo del Instituto Nacional de Vías.

Es de resaltar, finalmente, que la carta de modificaciones
presentada por el Ministro de Hacienda y aprobada en primer debate
incluyó la suma de $495 mm financiados con un contracrédito en las

3 Sin considerar que a través del PGN y el de las entidades territoriales
se destinan recursos adicionales para la atención de la población
desplazada, entre otros, para educación, salud, bienestar familiar y
atención a la niñez y vivienda.
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amortizaciones del servicio de la deuda pública interna, posible
gracias al espacio que se generó por el canje de deuda interna que
realizó el Gobierno el 21 de septiembre pasado. Estos recursos se
utilizarán principalmente para apoyar programas sociales como
alimentación al adulto mayor ($110.9 mm), Red Pública Hospitalaria
($100 mm), Red Terciaria ($85 mm), proyectos regionales por
sectorizar, en concordancia con el artículo 6° de la Ley 812 de 2003
($50 mm), que se menciona en seguida, y apoyo al sector cafetero,
AGC ($45 mm), entre otros.

Inversiones Regionales. En cumplimiento del artículo 6º de la
Ley del Plan Nacional de Desarrollo aprobada el 26 de junio de 2003
se adelantaron audiencias públicas consultivas con el propósito de
definir los proyectos prioritarios a ser financiados con los recursos
contemplados en dicho artículo. Como consecuencia de esa actividad,
el PGN para el año 2005 incluye un total de $300 mm para financiar
tales inversiones, incluyendo los recursos incorporados en pliego de
modificaciones, suma que corresponde a los dineros que el Gobierno
se comprometió en asignar a las comunidades.

El Gobierno ha manifestado su compromiso respecto a que la
mayoría de los proyectos estén ejecutados al finalizar la vigencia del
PND. Los proyectos se presupuestarán en cabeza del Ministerio o el
Departamento Administrativo correspondiente y serán ejecutados en su
totalidad por la Nación, sin perjuicio de que esta pueda celebrar
convenios con las entidades territoriales para la ejecución de los
mismos.

En lo que corresponde al Fondo Nacional de Regalías y en cuanto
a inversión, se da la posibilidad que la distribución se aplique la
fórmula de distribución creada para el Plan Nacional de Desarrollo
y de acuerdo con los proyectos concertados con los mandatarios
locales y de acuerdo a las necesidades más apremiantes en los
departamentos o municipios.

3.4 Presupuesto de los EPN con recursos propios. El presupuesto
de los EPN con recursos propios representa el 6% del PGN y
asciende a $7.5 billones. De estos, $4.1 billones se asigna a gastos
de funcionamiento y $3.4 billones a inversión. La suma que se
destina a pago de servicio de la deuda es poco significativa. El gasto
de funcionamiento representa el 55% del presupuesto de los EPN y
la inversión el 45% restante (Cuadro 4).

CUADRO NUMERO 4

Presupuesto EPN con recursos propios, 2004-2005

Miles de millones de pesos

3.5 Fuentes de financiamiento del presupuesto de 2005. Un
presupuesto general de la Nación con egresos por $91.6 billones, sin
incluir los $1,5 billones del presupuesto complementario, cuya
financiación con ingresos corrientes, fondos especiales y rentas
parafiscales es apenas de $50 billones, esto es, el 54% del total,
continúa mostrando el problema fundamental que afecta las finanzas
públicas, que no es otro que el de un presupuesto que supera la
capacidad del Gobierno para pagar sus obligaciones mediante el uso
de recursos generados por su propia actividad, a pesar, además, de
las numerosas reformas tributarias aprobadas en el último decenio.

Los ponentes y otros honorables Congresistas hemos manifestado
nuestra preocupación por las dificultades que puedan presentarse
para financiar el presupuesto de 2005, en especial respecto al rubro
correspondiente a otros recursos de capital donde existen partidas
cercanas a los dos billones de pesos cuyo recaudo es incierto y
dependerá de las condiciones que se presenten en los mercados de
capital y de las medidas de ajuste que adopte el Gobierno. Nos
preocupa igualmente el monto de las privatizaciones por $2.8
billones. La composición de las fuentes de financiamiento se muestran
en el Cuadro número 6.

CUADRO NUMERO 6

Fuentes de financiamiento 2005

Cerca del 80% del presupuesto de los EPN con recursos propios
se concentra en siete entidades, como puede verse en el cuadro 5 las
entidades más importantes son la Agencia Nacional de Hidrocarburos,
ICBF y Sena con una participación del 59%.

CUADRO NUMERO 5

Presupuesto con recursos propios:

Principales EPN, 2004-2005

Miles de millones de pesos

En general, la revisión de las cifras que sustentan el proyecto
muestran que el endeudamiento público crece de manera notoria. En
el caso del endeudamiento externo este crecerá en un 38%, mientras
el interno crece a una tasa del 16%. Nótese que dentro de todos los
componentes de rentas del Gobierno Nacional, es precisamente el
de la deuda el que mayor crecimiento tiene, contadas las acepciones
de los otros ingresos corrientes y de los ingresos por enajenaciones
que hacen parte del plan de venta de activos del Estado que planea
aplicar en cumplimiento de las directrices del Conpes 3281 del 19
de abril de 2004. Respecto a este último punto sobre la venta de
activos del Estado, está claramente establecido en el presupuesto y
en el Conpes al que hacemos referencia cuáles serán dichos “activos
no estratégicos”.
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TEXTO DEFINITIVO PARA SEGUNDO DEBATE EN SESION

PLENARIA DEL HONORABLE SENADO

DE LA REPUBLICA AL PROYECTO DE LEY NUMERO 091

DE 2004 CAMARA, 040 DE 2004 SENADO

por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital
y Ley de Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1º de enero al 31

de diciembre de 2005.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

PRIMERA PARTE

PRESUPUESTO DE RENTAS Y RECURSOS DE CAPITAL

Artículo 1º. Fíjense los cómputos del presupuesto de rentas y recursos
de capital del Tesoro de la Nación para la vigencia fiscal del 1º de
enero al 31 de diciembre de 2005, en la suma de noventa y un billo-
nes quinientos ochenta y dos mil trescientos setenta y tres millones
cuatrocientos sesenta mil ochocientos noventa y un pesos
($91.582.373.460.891) moneda legal, según el detalle del Presupuesto de
Rentas y Recursos de Capital para el 2005, así:

Al respecto queremos señalar que la privatización de activos
del Estado se hace, como lo reconoce el mismo Gobierno, sobre
la base de incrementar su flujo de caja y disminuir de esta forma
el déficit fiscal, olvidando que la misma teoría sobre
privatizaciones aconseja no vender activos públicos para superar
una angustia de caja, porque en el largo plazo el balance fiscal se
deteriora aún más.

Este detalle debe ser fundamental en la discusión del
presupuesto, por cuanto constituye una decisión que afectará de
forma permanente las cuentas fiscales y por tanto el Legislativo,
que es el encargado de aprobar el presupuesto público, debe ser
también el que se pronuncie sobre este tema.

4. CONSIDERACIONES FINALES

Al rendir ponencia al proyecto de presupuesto para la vigencia
fiscal del año 2005, lo hacemos con el convencimiento de que el
Congreso está cumpliendo con la responsabilidad política de
dotar al Estado de los recursos necesarios para atender los fines
asignados en la Constitución y en la ley. Hemos realizado las
observaciones y recomendaciones anteriores resaltando nuestra
preocupación respecto de la situación de la deuda pública, las
pensiones y el crecimiento de los gastos para defensa, seguridad
y los limitados efectos en materia de reducción del gasto público,
entre otros.

Por lo expuesto arriba y por cumplir el proyecto de ley con los
requisitos constitucionales y las normas orgánicas del presupuesto,
nos permitimos proponer:

Dese segundo debate, incluyendo la carta de modificación
presentada por el Ministro de Hacienda, al Proyecto de ley
número 91 de 2004 Cámara, 40 de 2004 Senado, por la cual se

decreta el presupuesto de rentas y recursos de capital y ley de

apropiaciones para la vigencia fiscal del 1° de enero al 31 de

diciembre de 2005, y establézcase como monto definitivo del
presupuesto general de la Nación para la vigencia fiscal de 2005,
la suma de noventa y tres billones sesenta y ocho mil trescientos

setenta y tres millones cuatrocientos sesenta mil ochocientos

noventa y un pesos moneda legal ($93.068.373.460.891), de

los cuales noventa y un billones quinientos ochenta y dos mil

trescientos setenta y tres millones cuatrocientos sesenta mil

ochocientos noventa y un pesos ($91.582.373.460.891)

corresponden al presupuesto ordinario y un billón

cuatrocientos ochenta y seis mil millones ($1.486.000.000.000)

al presupuesto complementario, el cual está sujeto a la

aprobación del proyecto de ley de financiamiento.

Ponentes al Proyecto de ley número 91 de 2004 Cámara, 40 de
2004 Senado, por la cual se decreta el presupuesto de rentas y

recursos de capital y ley de apropiaciones para la vigencia fiscal

del 1° de enero al 31 de diciembre de 2005.

Comisión Tercera Senado:

Juan Manuel Corzo, Coordinador; Guillermo García Realpe,

Jaime Dussán Calderón, Juan Manuel López Cabrales. Omar

Yepes Alzate, Piedad Zuccardi de García.

Comisión Cuarta Senado:

Juan Carlos Martínez, Efraín Cepeda Sarabia, Coordinadores;
Carlos Barragán Lozada.
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SEGUNDA PARTE

Artículo 2º. Presupuesto de gastos  o ley de apropiaciones. Aprópiese
para atender los gastos de funcionamiento, inversión y servicio de la
deuda pública del presupuesto general de la Nación durante la vigencia
fiscal del 1º de enero al 31 de diciembre de 2005, una suma por valor de:
noventa y un billones quinientos ochenta y dos mil trescientos setenta y
tres millones cuatrocientos sesenta mil ochocientos noventa y un pesos
moneda legal ($91.582.373.460.891),  según el detalle que se encuentra
a continuación:
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Artículo 3º. El monto de los gastos que se financiarán con los recursos
que se someten a consideración del Congreso de la República en virtud
del proyecto de ley de financiamiento que se presentará al Congreso en
los térninos del artículo 347 de la Constitución Política, ascienden a la
suma de UN BILLON CUATROCIENTOS OCHENTA Y SEIS MIL
MILLONES DE PESOS ($1.486.000.000.000)  MONEDA LEGAL  con
lo cual el presupuesto total de apropiaciones, se fija en un valor de
NOVENTA Y TRES BILLONES SESENTA Y OCHO MIL
TRESCIENTOS SETENTA Y TRES MILLONES CUATROCIENTOS
SESENTA MIL OCHOCIENTOS NOVENTA Y UN PESOS
($93,068,373,460,891) MONEDA LEGAL.

que presente el Ejecutivo por la suma de un billón cuatrocientos ochenta
y seis mil millones de pesos ($1.486.000.000.000) moneda legal, si el
Congreso de la República la aprueba, con el objeto de equilibrar el
presupuesto de Ingresos con el de Gastos.

TERCERA PARTE

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 5º. Las disposiciones generales de la presente ley son
complementarias de las Leyes 38 de 1989, 179 de 1994, 225 de 1995 y 819
de 2003, Orgánicas del Presupuesto, y deben aplicarse en armonía con estas.

Las disposiciones generales rigen para los órganos que conforman el
Presupuesto General de la Nación y para los recursos de la Nación
asignados a las Empresas Industriales y Comerciales del Estado y a las
Sociedades de Economía Mixta con el régimen de aquellas.

Los fondos sin personería jurídica deben ser creados por ley o por su
autorización expresa y estarán sujetos a las normas y procedimientos
establecidos en la Constitución Política, el Estatuto Orgánico del
Presupuesto, la presente ley y las demás normas que reglamenten los
órganos a los cuales pertenecen.

CAPITULO I

De las rentas y recursos

Artículo 6º. El Gobierno Nacional podrá emitir títulos de Tesorería, TES,
Clase «B» con base en la facultad de la Ley 51 de 1990 de acuerdo con las
siguientes reglas: no contarán con la garantía solidaria del Banco de la
República; el estimativo de los ingresos producto de su colocación se incluirá
en el Presupuesto General de la Nación como recursos de capital, con
excepción de los provenientes de la colocación de títulos para operaciones
temporales de tesorería; sus rendimientos se atenderán con cargo al Presu-
puesto General de la Nación; su redención se atenderá con cargo a los
recursos del Presupuesto General de la Nación, con excepción de las
operaciones temporales de tesorería cuyo monto de emisión se fijará en el
decreto que las autorice; podrán ser administrados directamente por la
Nación; podrán ser denominados en moneda extranjera; su emisión solo
requerirá del decreto que la autorice y fije sus condiciones financieras; su
emisión no afectará el cupo de endeudamiento y estará limitada, para las
destinadas a financiar las apropiaciones presupuestales por el monto de estas.

Artículo 7º. La Dirección General de Crédito Público y del Tesoro
Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público informará a los
diferentes órganos las fechas de perfeccionamiento y desembolso de los
recursos del crédito interno y externo de la Nación. Los establecimientos
públicos del orden nacional reportarán a la referida Dirección el monto y las
fechas de los recursos de crédito externo e interno contratados directamente.

Artículo 8º. Cuando exista apropiación presupuestal en el servicio de la
deuda pública podrán efectuarse anticipos en el pago de los contratos de
empréstito. Igualmente podrá atenderse con cargo a la vigencia en curso las
del servicio de la deuda pública correspondiente al mes de enero de 2006.

Artículo 9º. La representación legal y la ordenación del gasto del
servicio de la deuda está a cargo del Ministro de Hacienda y Crédito
Público o en quien este delegue, según las disposiciones de la Ley
Orgánica del Presupuesto.

Artículo 10. Los gastos que sean necesarios para la administración,
consecución y servicio de las operaciones de crédito público, las asimiladas
a ellas, las propias del manejo de la deuda, las operaciones conexas y las
demás relacionadas con los recursos del Crédito serán atendidos con
cargo a las apropiaciones del Servicio de la Deuda Pública.

Artículo 11. Facúltase a la Dirección General de Crédito Público y del
Tesoro Nacional para que con los excedentes de liquidez en moneda
nacional y extranjera de los fondos que administre, realice las siguientes
operaciones: compra y venta de títulos valores emitidos por la Nación, el
Banco de la República, Fogafín, entidades sujetas al control y vigilancia
de la Superintendencia Bancaria y otros gobiernos y tesorerías; compra
de deuda de la Nación; compras con pacto de retroventa con entidades
públicas y con entidades financieras sujetas al control y vigilancia de la
Superintendencia Bancaria, dentro de los cupos que autorice el Ministro
de Hacienda y Crédito Público; depósitos remunerados e inversiones
financieras en entidades sujetas al control y vigilancia de la
Superintendencia Bancaria; depósitos a término y compras de títulos
emitidos por entidades bancarias y financieras del exterior; operaciones
de cubrimiento de riesgos; y las demás que autorice el Gobierno Nacional;

Artículo 4º. Se entienden incorporados al presupuesto de rentas y
recursos de capital, los ingresos provenientes del proyecto de ley de
financiamiento a que se refiere el artículo 347 de la Constitución Política
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así mismo, préstamos transitorios a la Dirección General de Crédito
Público y del Tesoro Nacional, reconociendo tasa de mercado durante el
periodo de utilización, evento que no implica unidad de caja; y préstamos
de títulos valores a la citada Dirección a tasas de mercado.

Parágrafo. Lo anterior aplica cuando, de acuerdo con las disposiciones
legales, la Dirección General de Crédito Público y del Tesoro Nacional
no pueda hacer unidad de caja con los recursos de los fondos que
administre.

Artículo 12. El Gobierno Nacional podrá realizar, sin operación
presupuestal alguna, sustituciones en su portafolio de inversiones con
sus entidades descentralizadas, de conformidad con las normas legales
vigentes.

Artículo 13. Los ingresos corrientes de la Nación y aquellas
contribuciones y recursos que en las normas legales no se haya autorizado
su recaudo y manejo a otro órgano, deben consignarse en la Dirección
General de Crédito Público y del Tesoro Nacional, por quienes estén
encargados de su recaudo.

Las Superintendencias que no sean una sección presupuestal deben
consignar mensualmente en la Dirección General de Crédito Público y
del Tesoro Nacional, el valor total de las contribuciones establecidas en
la ley.

Artículo 14. El Ministro de Hacienda y Crédito Público fijará los
criterios técnicos para el manejo de los excedentes de liquidez del Tesoro
Nacional acorde con los objetivos monetarios, cambiarios y de tasa de
interés a corto y largo plazo.

Artículo 15. Los rendimientos financieros originados con recursos de
la Nación, incluidos los negocios fiduciarios, deben consignarse en la
Dirección General de Crédito Público y del Tesoro Nacional en el mes
siguiente de su recaudo.

Artículo 16. Los establecimientos públicos podrán pagar con sus
ingresos propios obligaciones financiadas con recursos de la Nación
mientras la Dirección General de Crédito Público y del Tesoro Nacional
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público transfiere los dineros
respectivos.

Igual procedimiento será aplicable a los órganos del Presupuesto
General de la Nación cuando administren fondos especiales y a las
Empresas Industriales y Comerciales del Estado y Sociedades de Economía
Mixta con el régimen de aquellas sobre los recursos de la Nación.

Estas operaciones deben contar con autorización previa de la Dirección
General de Crédito Público y del Tesoro Nacional.

CAPITULO II

De los gastos

Artículo 17. Las afectaciones al presupuesto se harán teniendo en
cuenta la prestación principal originada en los compromisos que se
adquieran y con cargo a este rubro se cubrirán los demás costos inherentes
o accesorios.

Con cargo a las apropiaciones de cada rubro presupuestal, que sean
afectadas con los compromisos iniciales, se atenderán las obligaciones
derivadas de estos compromisos, tales como los costos imprevistos,
ajustes y revisión de valores e intereses moratorios y gastos de
nacionalización.

Artículo 18. Prohíbese tramitar actos administrativos u obligaciones
que afecten el presupuesto de gastos cuando no reúnan los requisitos
legales o se configuren como hechos cumplidos. El representante legal y
el ordenador del gasto o en quienes estos hayan delegado, responderán
disciplinaria, fiscal y penalmente por incumplir lo establecido en esta
norma.

Artículo 19. Para proveer empleos vacantes se requerirá del certificado
de disponibilidad presupuestal por la vigencia fiscal de 2005. Por medio
de este, el Jefe de Presupuesto o quien haga sus veces garantizará la
existencia de los recursos del 1º de enero al 31 de diciembre de 2005, por
todo concepto de gastos de personal, salvo que el nombramiento sea en
reemplazo de un cargo provisto o creado durante la vigencia, para lo cual

se deberá expedir el certificado de disponibilidad presupuestal para lo
que resta del año fiscal.

Toda provisión de empleos de los servidores públicos deberá
corresponder a los previstos en la planta de personal, incluyendo las
vinculaciones de los trabajadores oficiales.

Previo al reconocimiento de la Prima Técnica se expedirá el certificado
de disponibilidad presupuestal. Por medio de este se deberá garantizar la
existencia de recursos del 1º de enero al 31 de diciembre de 2005.

La vinculación de supernumerarios, por períodos superiores a tres
meses, deberá ser autorizada mediante resolución suscrita por el jefe del
respectivo órgano.

Artículo 20. La solicitud de modificación a las plantas de personal
requerirá para su consideración y trámite, por parte del Ministerio de
Hacienda y Crédito Público, Dirección General del Presupuesto Público
Nacional, los siguientes requisitos:

1. Exposición de motivos.

2. Costos comparativos de las plantas vigente y propuesta.

3. Efectos sobre los gastos generales.

4. Concepto del Departamento Nacional de Planeación si se afectan
los gastos de Inversión.

5. Y los demás que la Dirección General del Presupuesto Público
Nacional considere pertinentes.

El Departamento Administrativo de la Función Pública aprobará las
propuestas de modificaciones a las plantas de personal, cuando hayan
obtenido la viabilidad presupuestal del Ministerio de Hacienda y Crédito
Público - Dirección General del Presupuesto Público Nacional.

Artículo 21. Los recursos destinados a programas de capacitación y
bienestar social no pueden tener por objeto crear o incrementar salarios,
bonificaciones, sobresueldos, primas, prestaciones sociales,
remuneraciones extralegales o estímulos pecuniarios ocasionales que la
ley no haya establecido para los servidores públicos, ni servir para otorgar
beneficios directos en dinero o en especie.

Los programas de capacitación podrán comprender matrículas de los
funcionarios, que se girarán directamente a los establecimientos
educativos, salvo lo previsto por el artículo 114 de la Ley 30 de 1992. Su
otorgamiento se hará en virtud de la reglamentación interna del órgano
respectivo.

Artículo 22. La Dirección General del Presupuesto Público Nacional
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público será la competente para
expedir la resolución que regirá la constitución y funcionamiento de las
cajas menores en los órganos que conforman el Presupuesto General de
la Nación, y en las entidades nacionales con régimen presupuestal de
Empresas Industriales y Comerciales del Estado con carácter no financiero,
respecto de los recursos que le asigna la Nación.

Artículo 23. La adquisición de los bienes que necesiten los órganos
que hacen parte del Presupuesto General de la Nación para su
funcionamiento y organización requieren un Plan de Compras. Este plan
deberá aprobarse por cada órgano acorde con las apropiaciones autorizadas
en el Presupuesto General de la Nación y se modificará cuando las
apropiaciones que la respaldan sean modificadas.

Cuando los órganos de que trata el artículo 5° de la presente ley
requieran adquirir vehículos, deben obtener autorización previa de la
Dirección General del Presupuesto Público Nacional. Para ello se deberá
incluir una justificación en que se detalle el inventario de vehículos y su
programa de reposición.

Exceptúanse los vehículos de los Presidentes de las Ramas del Poder
Público y los operativos de la Fuerza Pública y el Departamento
Administrativo de Seguridad, DAS.

Artículo 24. Se podrá hacer distribuciones en el presupuesto de
ingresos y gastos, sin cambiar su destinación ni cuantía, mediante
resolución suscrita por el jefe del respectivo órgano. En el caso de los
establecimientos públicos del orden nacional estas distribuciones se
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harán por resolución o acuerdo de las Juntas o Consejos Directivos. Si no
existen Juntas o Consejos Directivos lo hará el representante legal de
estos.

Dichos actos administrativos requerirán para su validez la aprobación
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público - Dirección General del
Presupuesto Público Nacional.

Los jefes de los órganos responderán por la legalidad de los actos en
mención.

A fin de evitar duplicaciones en los casos en los cuales la distribución
afecte el presupuesto de otro órgano que haga parte del Presupuesto
General de la Nación, el mismo acto administrativo servirá de base para
realizar los ajustes correspondientes en el órgano que distribuye e
incorporar las del órgano receptor. La ejecución presupuestal de estas
deberá iniciarse en la misma vigencia de la distribución; en caso de
requerirse se abrirán subordinales.

El jefe del órgano o en quien este haya delegado la ordenación del
gasto podrá efectuar a nivel del decreto de liquidación asignaciones
internas de apropiaciones en sus dependencias, seccionales o regionales
a fin de facilitar su manejo operativo y de gestión, sin que las mismas
impliquen cambiar su destinación. Estas asignaciones para su validez no
requerirán aprobación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público -
Dirección General del Presupuesto Público Nacional.

Artículo 25. Los órganos de que trata el artículo 5° de la presente ley
podrán pactar anticipos únicamente cuando cuenten con Programa Anual
Mensualizado de Caja, PAC, aprobado.

Artículo 26. El Gobierno Nacional en el decreto de liquidación
clasificará y definirá los ingresos y gastos. Así mismo, cuando las
partidas se incorporen en numerales rentísticos, secciones, programas y
subprogramas que no correspondan a su objeto o naturaleza, las ubicará
en el sitio que corresponda.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público - Dirección General del
Presupuesto Público Nacional hará mediante Resolución, las operaciones
que en igual sentido se requieran durante el transcurso de la vigencia.

Cuando se trate del presupuesto de gastos de inversión requerirá
concepto previo favorable del Departamento Nacional de Planeación.

Artículo 27. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público - Dirección
General del Presupuesto Público Nacional, de oficio o a petición del Jefe
del órgano respectivo, hará por resolución las aclaraciones y correcciones
de leyenda necesarias para enmendar los errores de transcripción y
aritméticos que figuren en el Presupuesto General de la Nación para la
vigencia fiscal de 2005.

Artículo 28. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público - Dirección
General del Presupuesto Público Nacional podrá abstenerse de adelantar
los trámites de cualquier operación presupuestal de las entidades señaladas
en el artículo 5º de la presente ley que incumplan los objetivos y metas
trazados en el Plan Financiero, en la Programación Macroeconómica del
Gobierno Nacional y en el Programa Anual de Caja. Para tal efecto, los
órganos y entidades enviarán a la Dirección General del Presupuesto
Público Nacional informes mensuales sobre la ejecución de ingresos y
gastos, dentro de los cinco (5) primeros días del mes siguiente.

Artículo 29. Los compromisos y las obligaciones de los órganos que
sean una sección del Presupuesto General de la Nación correspondientes
a las apropiaciones financiadas con rentas provenientes de contratos o
convenios, sólo podrán ser asumidos cuando estos se hayan
perfeccionado.

Artículo 30. Cuando los órganos que hacen parte del Presupuesto
General de la Nación, celebren contratos entre sí, que afecten sus
presupuestos, con excepción de los de crédito, harán los ajustes mediante
resoluciones del Jefe del órgano respectivo. En el caso de los
Establecimientos Públicos del Orden Nacional, las Superintendencias y
Unidades Administrativas Especiales con personería jurídica, así como
las señaladas en el artículo 5° del Estatuto Orgánico del Presupuesto,
dichos ajustes deben realizarse por acuerdo o resolución de las juntas o

consejos directivos o el representante legal del órgano, si no existen
juntas o consejos directivos.

Para iniciar la ejecución de los actos a que se refiere el inciso anterior,
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público –Dirección General del
Presupuesto Público Nacional– aprobará las resoluciones o los acuerdos
que deben ser remitidos para estos efectos, acompañados del respectivo
certificado de disponibilidad presupuestal y su justificación económica
en la cual se señale el objeto, valor y duración de los contratos.

Los jefes de los órganos responderán por la legalidad de los actos en
mención.

Artículo 31. Cuando los órganos que conforman el Presupuesto
General de la Nación posean bienes inmuebles que en la actualidad no
estén utilizando o que no sean necesarios para el desarrollo normal de sus
funciones, deben desarrollar todas las actividades tendientes a cumplir
con lo establecido en el artículo 8º de la Ley 708 de 2001 y sus decretos
reglamentarios.

Así mismo, cuando dichos órganos funcionen en inmuebles de
propiedad de particulares en calidad de arrendatarios, deben efectuar las
gestiones necesarias para su traslado a un inmueble que actualmente no
se encuentre ocupado por otra entidad pública y que sea de su propiedad.

Artículo 32. Ningún órgano podrá contraer compromisos que impliquen
el pago de cuotas a organismos internacionales con cargo al Presupuesto
General de la Nación, sin que exista la ley aprobatoria de tratados
públicos o que el Presidente de la República haya autorizado su aplicación
provisional en los términos del artículo 224 de la Constitución Política.

Una vez cumplidos los requisitos del inciso anterior, previa autorización
del Ministerio de Relaciones Exteriores, los establecimientos públicos
del nivel nacional, sólo podrán pagar con cargo a sus recursos propios las
cuotas a dichos organismos.

Los aportes y contribuciones de la República de Colombia a los
Organismos Financieros Internacionales se pagarán con cargo al
Presupuesto General de la Nación, salvo en aquellos casos en que los
aportes se contabilicen como reservas internacionales, que serán pagados
de conformidad con lo previsto en la Ley 31 de 1992 o aquellas que la
modifiquen o adicionen.

Artículo 33. Los órganos que conforman el Presupuesto General de la
Nación deben reintegrar, dentro del primer trimestre de 2005, a la
Dirección General de Crédito Público y del Tesoro Nacional, y a sus
tesorerías cuando correspondan a recursos propios, los recursos originados
en convenios con organismos internacionales que no estén amparando
compromisos u obligaciones, y que correspondan a apropiaciones
presupuestales de la vigencia fiscal 2003 y anteriores, incluidos sus
rendimientos financieros, diferencial cambiario, y demás réditos
originados en aquellos, con el soporte correspondiente.

CAPITULO III

De las reservas presupuestales y cuentas por pagar

Artículo 34. Las reservas presupuestales y las cuentas por pagar de los
órganos que conforman el Presupuesto General de la Nación,
correspondientes al año 2004, deben constituirse a más tardar el 20 de
enero de 2005 y remitirse a la Dirección General del Presupuesto Público
Nacional en la misma fecha. Las primeras serán constituidas por el
ordenador del gasto y el jefe de presupuesto o quien haga sus veces, y las
segundas por el ordenador del gasto y el tesorero de cada órgano.

Cuando se trate de aportes de la Nación a las Empresas Industriales y
Comerciales del Estado o a las Sociedades de Economía Mixta con el
régimen de aquellas, tanto las reservas como las cuentas por pagar deben
constituirse en el mismo plazo, por el ordenador del gasto y el jefe de
presupuesto o por quien haga sus veces, en el primer caso, y por el
ordenador del gasto y el tesorero de cada empresa o sociedad en el
segundo caso.

Igual procedimiento será aplicable a las Superintendencias y a las
Unidades Administrativas Especiales cuando no figuren como secciones
presupuestales.
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Unicamente en casos excepcionales se podrá efectuar correcciones a
la información suministrada respecto de la constitución de las reservas
presupuestales y/o cuentas por pagar. Estas correcciones se podrán
efectuar hasta el 31 de enero de 2005.

Los casos excepcionales serán calificados por el jefe del órgano o
representante legal del órgano o entidad, según el caso.

Artículo 35. Constituidas las cuentas por pagar y las reservas
presupuestales de la vigencia fiscal de 2004, los dineros sobrantes serán
reintegrados a la Dirección General de Crédito Público y del Tesoro
Nacional.

Las cuentas por pagar y las reservas presupuestales correspondientes
a la vigencia fiscal de 2004 que no se hayan ejecutado a 31 de diciembre
de 2005, expirarán sin excepción. En consecuencia, deben reintegrarse a
la Dirección General de Crédito Público y del Tesoro Nacional.

Los recursos incorporados en el Presupuesto General de la Nación con
destino a las Empresas Industriales y Comerciales del Estado y a las
Sociedades de Economía Mixta con el régimen de aquellas, que no hayan
sido comprometidos o ejecutados a 31 diciembre de 2005, deben ser
reintegrados por estas a la Dirección General de Crédito Público y del
Tesoro Nacional.

Parágrafo. Los reintegros de que trata el inciso primero del presente
artículo deben realizarse por el ordenador del gasto y el funcionario de
manejo del respectivo órgano, a más tardar el 20 de enero de 2005. Los
mismos funcionarios reintegrarán los recursos a que se refieren los
incisos segundo y tercero, a más tardar el 20 de enero de 2006.

CAPITULO IV

De las vigencias futuras

Artículo 36. Los cupos anuales autorizados para asumir compromisos
de vigencias futuras no utilizados a 31 de diciembre del año en que se
concede la autorización, caducan sin excepción. En los casos de licitación,
concurso de méritos o cualquier otro proceso de selección, se entienden
utilizados los cupos anuales de vigencias futuras con el acto de
adjudicación.

Artículo 37. Las solicitudes para comprometer recursos de la Nación,
que afecten vigencias fiscales futuras de las Empresas Industriales y
Comerciales del Estado o Sociedades de Economía Mixta con régimen
de aquellas, deben tramitarse a través de los órganos que conforman el
Presupuesto General de la Nación a los cuales estén vinculadas.

CAPITULO V

Disposiciones varias

Artículo 38. El servidor público que reciba una orden de embargo
sobre los recursos incorporados en el Presupuesto General de la Nación,
incluidas las transferencias que hace la Nación a las Entidades Territoriales,
está obligado a efectuar los trámites correspondientes para solicitar su
desembargo. Para este efecto, solicitará a la Dirección General del
Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito
Público, la constancia sobre la naturaleza de estos recursos. La solicitud
debe indicar el tipo de proceso, las partes involucradas, el despacho
judicial que profirió las medidas cautelares, y el origen de los recursos
que fueron embargados.

Cualquier medida cautelar sobre rentas del Presupuesto General de la
Nación, en los términos del artículo 177 del Código Contencioso
Administrativo, originado en procesos laborales de cualquier jurisdicción,
únicamente podrá afectar las cuentas de la entidad nominadora.

Artículo 39. Las sentencias, conciliaciones y cesantías parciales,
serán incorporadas al presupuesto de acuerdo con la disponibilidad de
recursos, de conformidad con el artículo 39 del Estatuto Orgánico del
Presupuesto.

Artículo 40. Los órganos a que se refiere el artículo 5º de la presente
ley pagarán los fallos de tutela con cargo al rubro que corresponda a la
naturaleza del negocio fallado. Para pagarlas, en primera instancia se
deben efectuar los traslados presupuestales requeridos, con cargo a los
saldos de apropiación disponibles durante la vigencia fiscal en curso.

Los Establecimientos públicos deben atender las providencias que se
profieran en su contra, en primer lugar con recursos propios.

Con cargo a las apropiaciones del rubro sentencias y conciliaciones se
podrán pagar todos los gastos originados en los Tribunales de
Arbitramento.

Artículo 41. En virtud de la autonomía consagrada en el artículo 69
de la Constitución Política, las Universidades Estatales pagarán las
sentencias o fallos proferidos en contra de la Nación con los recursos
asignados por parte de esta, en cumplimiento del artículo 86 de la Ley
30 de 1992.

Artículo 42. Las obligaciones por concepto de servicios médico-
asistenciales, servicios públicos domiciliarios, gastos de operación
aduanera, comunicaciones, transporte y contribuciones inherentes a la
nómina, causados en el último trimestre de 2004, se pueden pagar con
cargo a las apropiaciones de la vigencia fiscal de 2005.

La prima de vacaciones, la indemnización a las mismas, las cesantías,
las pensiones y los impuestos, podrán ser pagados con cargo al presupuesto
vigente cualquiera que sea el año de su causación.

Artículo 43. Autorízase a la Nación y sus entidades descentralizadas
para efectuar cruces de cuentas entre sí o con entidades territoriales y sus
descentralizadas, sobre las obligaciones que recíprocamente tengan
causadas. Para estos efectos se requerirá acuerdo previo entre las partes.
Estas operaciones deben reflejarse en el presupuesto, conservando,
únicamente, la destinación para la cual fueron programadas las
apropiaciones respectivas.

En el caso de las obligaciones de origen legal que tenga la Nación y
sus entidades descentralizadas para con otros órganos públicos, se deben
tener en cuenta, para efectos de estas compensaciones, las transferencias
y aportes, a cualquier título, que las primeras hayan efectuado a las
últimas en cualquier vigencia fiscal. Si quedare algún saldo en contra de
la Nación, esta podrá sufragarlo a través de títulos de deuda pública, sin
que implique operación presupuestal alguna.

Cuando se combinen las calidades de acreedor y deudor en una misma
persona, como consecuencia de un proceso de liquidación o privatización
de órganos nacionales de derecho público, se compensarán las cuentas
automáticamente, sin operación presupuestal alguna.

Artículo 44. La Nación podrá emitir bonos en condiciones de mercado
u otros títulos de deuda pública para pagar las obligaciones financieras a
su cargo, causadas o acumuladas a diciembre 31 de 1993, por concepto
de pasivo por pensiones y cesantías de las personas beneficiarias del
extinto Fondo del Pasivo Prestacional del sector salud, y para sanear los
pasivos correspondientes a las cesantías de las Universidades Estatales,
a que se refiere el artículo 88 de la Ley 30 de 1992, del personal
administrativo y docentes no acogidos al nuevo régimen salarial.
Igualmente, se podrán emitir los bonos pensionales de que trata la Ley
100 de 1993. La emisión de los bonos o títulos de que trata este artículo,
no implica operación presupuestal alguna y sólo deben presupuestarse
para efectos de su redención. El mismo procedimiento se aplicará a los
bonos que se expidan en cumplimiento del artículo 29 de la Ley 344 de
1996.

Artículo 45. El presupuesto inicial correspondiente a la vigencia fiscal
de 2005 contiene la reducción ordenada en el artículo 31 de la Ley 344
de 1996, y en el artículo 8º de la Ley 819 de 2003. En consecuencia, para
dicho año se cumple con lo establecido en las mencionadas normas.

Artículo 46. El porcentaje de la cesión del Impuesto a las Ventas
asignado a las Cajas Departamentales de Previsión y al Fondo de
Prestaciones Sociales del Magisterio, con destino al pago de las cesantías
definitivas y pensiones del personal docente nacionalizado, continuará
pagándose tomando como base los convenios suscritos en virtud de lo
dispuesto en la Ley 91 de 1989.

Artículo 47. La Nación podrá aportar a la Administración Postal
Nacional los recursos necesarios, para garantizar el servicio de franquicia
postal previsto por la ley, a los órganos que hacen parte del Presupuesto
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General de la Nación, así como el servicio de telegrafía prestado por esta
de manera directa, o a través de otras empresas, a la Rama Judicial.

Para el servicio de telegrafía, las entidades partícipes expedirán los
respectivos paz y salvo con fundamento en el reconocimiento de la deuda
que por este concepto realice cada uno de los órganos deudores y
procederán a realizar los respectivos ajustes contables, sin operación
presupuestal alguna.

Artículo 48. La Fiscalía General de la Nación, la Policía Nacional, el
Ejército Nacional, la Armada Nacional, la Fuerza Aérea y el Departamento
Administrativo de Seguridad deben cubrir con cargo a sus respectivos
presupuestos los gastos del personal vinculado a dichos órganos y que
conforman los Grupos de Acción Unificada por la Libertad Personal,
Gaula, a que se refiere la Ley 282 de 1996.

Artículo 49. Los órganos de que trata el artículo 5º de la presente ley
deben remitir al Departamento Nacional de Planeación, antes del 30 de
marzo de 2005, el presupuesto de inversión debidamente regionalizado.

Cuando se realicen modificaciones al Presupuesto que afecten la
regionalización, los diferentes órganos deben remitir esta información al
Departamento Nacional de Planeación, dentro del mes siguiente al
perfeccionamiento de dicha operación.

Artículo 50. Todos los programas y proyectos en carreteras y
aeropuertos que no estén a cargo de la Nación y que estén financiados con
recursos del Fondo de Inversiones para la Paz, FIP, podrán ser ejecutados
por el Instituto Nacional de Vías, la Unidad Administrativa Especial de
la Aeronáutica Civil, UAEAC, o mediante convenios con las entidades
territoriales, según el caso.

Artículo 51. En desarrollo del artículo 119 del Estatuto Orgánico del
Presupuesto, y para garantizar su saneamiento financiero, el Instituto de
Planificación y Promoción de Soluciones Energéticas, IPSE, o quien
haga sus veces, podrá capitalizar, previa consulta con los representantes
legales de las entidades territoriales accionistas, en las Empresas de
Servicios Públicos de Energía los activos de su propiedad que posee en
el sistema interconectado y no interconectado Nacional. Una vez
capitalizados estos activos, el Instituto podrá entregar a la Nación las
acciones en dación en pago. Todas estas transacciones no requerirán
operación presupuestal alguna.

Artículo 52. La Agencia Nacional de Hidrocarburos en desarrollo de
lo previsto en el Decreto 1760 de 2003, reflejará en su presupuesto las
regalías de que trata el artículo 5º de dicho decreto.

Artículo 53. La ejecución de los recursos que deban ser girados al
Fondo Nacional de Pensiones de las entidades territoriales con cargo al
Presupuesto General de la Nación, se realizará por medio de resolución
expedida por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, ordenando el
giro de los recursos. Si no fuere posible realizar el giro de los recursos a
las administradoras del Fondo, bastará para el mismo efecto, que por
dicha resolución se disponga la administración de los mismos por parte
de la Dirección de Crédito Público y del Tesoro Nacional a través de una
cuenta especial, mientras los recursos puedan ser efectivamente
entregados.

Los recursos serán girados con la periodicidad que disponga el
Gobierno Nacional. En el evento en que los recursos no se hayan
distribuido en su totalidad entre las entidades territoriales, los no
distribuidos se podrán girar a una cuenta del Fondo, administrada de la
misma manera que los demás recursos del Fondo, como recursos por
abonar a las cuentas correspondientes de las entidades territoriales.

Para efectos de realizar la verificación de las condiciones a las que
hace referencia el parágrafo 3º del artículo 2º de la Ley 549 de 1999, el
Gobierno determinará las condiciones sustanciales que deben acreditarse,
los documentos que deben remitirse para el efecto, y el procedimiento
con que la misma se realizará. Mientras se producen las verificaciones,
se girarán los recursos en la forma prevista en el inciso anterior. Cuando
se establezca que la realidad no corresponde con lo que se acreditó, se
descontarán los recursos correspondientes, para efectos de ser

redistribuidos, sin que dicha nueva distribución constituya un nuevo acto
de ejecución presupuestal.

Artículo 54. Los proyectos viales de las redes secundaria o terciaria y
urbana, y los aeropuertos que no estén a cargo de la Nación, que hayan sido
seleccionados y priorizados en los distintos departamentos durante las
Audiencias Públicas celebradas en cumplimiento del artículo 6º de la Ley
812 de 2003 y demás apropiaciones programadas por la presente ley a las
entidades especializadas del sector transporte para estos propósitos, podrán
ser ejecutados directamente por estas o mediante convenios con las
entidades territoriales. La responsabilidad de la Nación se limitará a la
ejecución de los proyectos, y dichas redes seguirán a cargo de las entidades
territoriales; en ningún caso podrá modificar el mantenimiento que
actualmente la Nación adelanta en vías secundarias o terciarias.

Artículo 55. En cumplimiento del artículo 80 de la Ley 812 de 2003,
y en caso de no ser posible el cruce de cuentas, el Gobierno Nacional a
través de los Ministerios de Hacienda y Crédito Público y de Educación
Nacional suscribirán con las respectivas entidades territoriales los
correspondientes acuerdos de pago para el saneamiento de las deudas que
estas últimas tienen con los docentes y administrativos por concepto de
salarios y prestaciones que se financiaban con los recursos del situado
fiscal y que estuvieren vigentes a 31 de diciembre de 2001, los cuales se
atenderán con cargo al servicio de la deuda.

Artículo 56. Las entidades estatales podrán constituir mediante
patrimonio autónomo los fondos a que se refiere el artículo 107 de la Ley
42 de 1993. Los recursos que se coloquen en dichos fondos ampararán los
bienes del Estado cuando los estudios técnicos indiquen que es más
conveniente la cobertura de los riesgos con reservas públicas que con
seguros comerciales.

Cuando los estudios técnicos permitan establecer que determinados
bienes no son asegurables o que su aseguramiento implica costos de tal
naturaleza que la relación costo-beneficio del aseguramiento es negativa,
o que los recursos para autoprotección mediante fondos de aseguramiento
son de tal magnitud que no es posible o conveniente su uso para tal fin,
se podrá asumir el riesgo frente a estos bienes y no asegurarlos ni
ampararlos con fondos de aseguramiento.

Esta disposición será aplicable a las empresas industriales y comerciales
del Estado y a las sociedades de economía mixta asimiladas a estas.

Artículo 57. La Nación-Ministerio de Minas y Energía podrá financiar
en la vigencia fiscal de 2005 hasta por la suma de veinte mil millones de
pesos ($20.000.000.000), los subsidios para pagos por menores tarifas
eléctricas correspondientes a las Zonas No Interconectadas, con los
recursos del Fondo de Apoyo Financiero para la Energización de las
Zonas no Interconectadas. Así mismo, podrá financiar hasta por la suma
de cien mil millones de pesos ($100.000.000.000), los subsidios para
pagos por menores tarifas eléctricas correspondientes a las Zonas
Interconectadas, con los recursos del Fondo de Energía Social.

Artículo 58. Las entidades responsables de la Atención Integral de la
Población Desplazada por la Violencia en los niveles nacional,
departamental, municipal y distrital, darán prioridad en la ejecución de
sus respectivos presupuestos a la atención de la población desplazada por
la violencia, de acuerdo con el plan diseñado por el Gobierno Nacional
en desarrollo de la Sentencia T-025 de 2004 proferida por la honorable
Corte Constitucional.

Artículo 59. Cuando las entidades territoriales adquieran créditos no
reembolsables (donaciones) en el mercado financiero internacional se les
exceptúa del mandato que al respecto dispone la Ley 550. Esta norma
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, previo concepto del
Ministerio de Hacienda.

Artículo 60. El inciso 8º, numeral 3, literal D, artículo 8º, del Capítulo
II, Título II de la Ley 812 de 2003, quedará así:

“Los municipios y distritos, realizarán y adoptarán la estratificación
socioeconómica de cabeceras municipales o distritales y de centros
poblados rurales, a más tardar doce (12) meses, contados a partir del
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momento en que la entidad competente defina las metodologías y los
municipios a los que corresponde aplicarlas.

Las empresas de servicios públicos domiciliarios, la aplicarán al cobro
de los servicios públicos a más tardar cinco (5) meses después de haber
sido adoptadas por la alcaldía, o la gobernación en el caso de San Andrés,
en el Departamento de San Andrés y Providencia.

Artículo 61. En desarrollo de lo establecido por el artículo 61 de la Ley
179 de 1994, el Gobierno Nacional mediante decreto incorporará durante
la vigencia fiscal de 2005 al Presupuesto General de la Nación, los
recursos provenientes de donaciones o recursos de asistencia o ayuda
internacional con destino a la financiación de los procesos de negociación
que adelante el Gobierno con organizaciones armadas al margen de la ley.

Artículo 62. El Incoder o la entidad nacional competente, deberá
incluir en el contrato para el desarrollo del Proyecto Distrito de Riego de
Ranchería, mediante los procedimientos legales correspondientes, los
recursos que por la venta de las acciones de Carbocol deben ser invertidos
en el Departamento de La Guajira, de conformidad con el artículo 23 de
la Ley 226 de 1995, y los recursos que ha entregado y se ha obligado a
entregar el Departamento de La Guajira, en virtud del convenio
interadministrativo celebrado por el INAT cedido al Incoder, para la
financiación del mencionado proyecto.

Se autoriza a la Nación, para que, previa la celebración de conciliación
prejudicial, a través de la autoridad competente, apruebe las vigencias
futuras necesarias para garantizar la ejecución del Proyecto Distrito de
Riego de Ranchería, incluyendo los recursos a que se refiere el presente
artículo, todo lo cual no implica legalizar hechos cumplidos.

Artículo 63. Autorízase a la Nación –Ministerio de Hacienda y Crédito
Público– para asumir la deuda de la Empresa Servicio Aéreo a Territorios

Nacionales, Satena, originada en la adquisición del avión Boeing B-737-
700 BBJ para el servicio de la Presidencia de la República. Para tal efecto,
sólo se requerirá que la Empresa Servicio Aéreo a Territorios Nacionales,
Satena, transfiera la propiedad de la mencionada aeronave al Ministerio de
Defensa Nacional-Fuerza Aérea Colombiana, quien deberá atender con
cargo a su presupuesto los demás gastos y costos en que dicha Empresa
haya incurrido para su adquisición y hasta la fecha de la transferencia.

Artículo 64. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación
y surte efectos fiscales a partir del 1° de enero de 2005.

Ponentes honorable Senado de la República:

Comisión Tercera

Juan Manuel Corzo Román (Coordinador).

Guillermo García Realpe, Jaime Dussán Calderón, Omar Yépez
Alzate, Juan Manuel López Cabrales.

Comisión Cuarta

Juan Carlos Martínez (Coordinador).

Efraín Cepeda Sarabia, Carlos Barragán Lozada.

Bogotá, D. C., 24 de septiembre de 2004.

Autorizamos el presente texto definitivo al Proyecto de ley número
091 de 2004 (Cámara), 040 de 2004 (Senado), aprobado en Comisiones
Económicas Conjuntas del honorable Senado de la República y de la
honorable Cámara de Representantes.

El Presidente Comisiones Económicas,

Octavio Benjumea Acosta.

El Secretario General Comisiones Económicas,

Alfredo E. Rocha Rojas.


